
 

 
 

ESTUDIOS PREVIOS 
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PROFESIONALES 

 
 
En cumplimiento de lo dispuesto en los numerales 7 y 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 
1993 por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, 
la Ley 1150 de 2007, el artículo 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015 se 
presenta el siguiente ESTUDIO PREVIO, requerido para la presente contratación directa.  
 
 
1. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE LA PERSONERÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN 
PRETENDE SATISFACER CON LA CONTRATACIÓN. 
 
Conforme a lo dispuesto por el Decreto 1082 de 2015, la Personería Municipal de Popayán, 
en su calidad de ente estatal contratante, se encuentra sujeta a las disposiciones 
contenidas en el Estatuto de Contratación de la Administración Pública y demás 
normatividad que la adicione o modifique, razón por la que a través del presente documento 
realiza la respectiva justificación de la necesidad de la contratación de una persona natural 
para atender la necesidad que se pretende satisfacer bajo la modalidad de CONTRATO DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS. 
 
La Personería Municipal de Popayán es un ente que garantiza a la ciudadanía la defensa 
de sus derechos; en su condición de Agencia del Ministerio Público, atiende todos los 
requerimientos y necesidades de la sociedad, representa a la comunidad y vela por la 
promoción y protección de los Derechos Humanos.  
 
Este Ente está al servicio de los intereses generales de los habitantes del municipio de 
Popayán y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, imparcialidad, buena 
fe, eficacia, eficiencia, economía, celeridad, responsabilidad, transparencia, publicidad, 
contradicción, polivalencia e interdisciplinariedad. 
 
Dentro de la estructura de la Personería Municipal de Popayán, se encuentra la Personería 
Delegada en lo Penal, cuya principal función es asumir, por delegación, las competencias 
y atribuciones de la Personera Municipal. Esto incluye el ejercicio del Ministerio Público en 
los procesos penales durante las fases de indagación, investigación y juzgamiento ante las 
fiscalías delegadas y los jueces de la República, así como en los procesos policivos cuando 
sea necesario. Su labor se desarrolla en defensa del orden jurídico, el patrimonio público y 
los derechos y garantías fundamentales. Esta intervención puede ser ordenada por el 
Procurador General de la Nación o el funcionario designado por éste, o bien a solicitud del 
procesado, de las víctimas del delito o de la Personera Municipal, quien podrá decidir 
intervenir cuando lo considere oportuno para la correcta administración de justicia. 
 
En el ejercicio de su función pública, la Personería delegada en lo Penal tiene la 
responsabilidad de divulgar la Constitución y promover acciones educativas en torno a la 



 

normatividad penal, las actuaciones judiciales y el respeto al debido proceso, con el objetivo 
de garantizar el conocimiento y cumplimiento de los derechos fundamentales. Además, 
ejerce la función de Ministerio Público ante la Fiscalía y los Juzgados Penales, de acuerdo 
con lo estipulado por la Constitución y la Ley, asegurando la correcta aplicación de la justicia 
en cada caso. Como representante de la sociedad, busca la sanción de las infracciones 
penales, protegiendo tanto a las personas acusadas injustamente como los derechos 
humanos de los procesados, y garantizando la indemnización de los perjuicios causados 
por las infracciones cometidas. 
 
En el marco de estas responsabilidades, solicita la práctica de pruebas por parte de los 
agentes del Ministerio Público, orientadas al esclarecimiento de la verdad y a la 
determinación de las medidas de aseguramiento o la libertad del procesado. Igualmente, 
presenta alegatos, interpone recursos y asiste e interviene en las audiencias públicas, 
participando activamente en todas las diligencias y actuaciones del proceso penal, 
conforme a las competencias legales que le son atribuidas. Finalmente, tiene la obligación 
de denunciar ante las autoridades correspondientes los hechos punibles que lleguen a su 
conocimiento y que sean susceptibles de investigación de oficio, recibiendo los documentos 
y pruebas necesarios para asegurar que el proceso avance con la debida diligencia. 
 
Por lo anterior, es necesario contratar un profesional idóneo que, mediante la prestación de 
servicios profesionales, brinde apoyo a la Personería Municipal en la atención de los temas 
relacionados con la protección de los derechos fundamentales y colectivos, en 
concordancia con las normas aplicables al ejercicio del Ministerio Público. Estos temas son 
de vital importancia para la defensa y promoción de los derechos de la comunidad. 
 
La Personería Municipal considera que, en la planta de personal de la entidad, no existe 
personal suficiente, que pueda dedicarse a estas actividades y brindar el resultado 
requerido dentro del término propuesto. Así mismo y dando cumplimiento a lo establecido 
en el artículo 2.8.4.4.5. Del Decreto 1068 del 2015, la entidad pretende celebrar varias 
relaciones contractuales con igual objeto, por tal razón la Personera autorizará un objeto 
igual al del contrato que se pretende suscribir con la Personería Municipal de Popayán. 
 
La Personería Municipal de Popayán, cuenta con recursos dentro de presupuesto anual, 
para realizar la presente contratación y que además la misma se encuentra incluida en el 
plan Anual de adquisiciones para el 2025.  

Es por lo anterior, que se requiere la contratación con el siguiente perfil: Profesional en 
Derecho, con especialización en Derecho Penal y/o afines, y con experiencia profesional 
mayor a dieciocho (18) meses. 
 
 
2. ANÁLISIS DEL SECTOR 
 
En el presente asunto se pretende realizar la contratación de un Profesional en Derecho, 
con especialización en Derecho Penal y/o afines, y con experiencia profesional mayor a 
dieciocho (18) meses, servicios que se ubican en el sector terciario de la economía, el cual 



 

se define así: "Incluye todas aquellas actividades que no producen una mercancía en sí, 
pero que son necesarias para el funcionamiento de la economía. ej: comercio, los 
restaurantes, los hoteles, el transporte, los servicios financieros, las comunicaciones, los 
servicios de educación, los servicios profesionales, técnicos, etc.".  
 
A partir de lo anterior, es claro que, la prestación de los servicios requeridos, se encuentran 
en el sector terciario de la economía, el cual será analizado desde el punto de vista legal y 
comercial; se deja en claro que no se hará análisis desde el punto de vista financiero y 
organizacional, lo anterior en razón a que no se entregarán recursos anticipadamente al 
contratista (anticipo – pago anticipado), además los servicios se cancelarán previa 
constancia de recibo a satisfacción del supervisor del contrato, razones suficientes para 
sostener que el análisis de mercado de los servicios requeridos, en el caso concreto, no 
requiere ser analizado desde lo financiero u organizacional. 
 
 
2.1. Análisis desde lo legal 
 
En el presente asunto se pretende realizar la contratación de un Profesional en Derecho, 
con especialización en Derecho Penal y/o afines, y con experiencia profesional mayor a 
dieciocho (18) meses, por ser idóneo para ejecutar el objeto contractual. 
 
 De conformidad con lo dispuesto en el artículo 26 de la Constitución Política, “Toda persona 
es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las 
autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las 
ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo 
aquellas que impliquen un riesgo social”. 
 
 La profesión de abogado se encuentra regulada parcialmente en el Decreto 196 de 1971 
“Por el cual se dicta el estatuto del ejercicio de la abogacía.”, y la Ley 1123 de 2007, normas 
que disponen distintos aspectos de la profesión, al respecto dispone el Decreto 196 de 
1971:  
 

ARTICULO 1o. La abogacía tiene como función social la de colaborar con las 
autoridades en la conservación y perfeccionamiento del orden jurídico del país, y en 
la realización de una recta y cumplida administración de justicia.  

ARTICULO 2o. La principal misión del abogado es defender en justicia los derechos 
de la sociedad y de los particulares. También es misión suya asesorar, patrocinar y 
asistir a las personas en la ordenación y desenvolvimiento de sus relaciones 
jurídicas. 

 ARTICULO 3o. Es abogado quien obtiene el correspondiente título universitario de 
conformidad con las exigencias académicas y legales. 

 ARTICULO 4o. Para ejercer la profesión se requiere estar inscrito como abogado, 
sin perjuicio de las excepciones establecidas en este Decreto.  



 

ARTICULO 5o. Es requisito para la inscripción haber obtenido el título 
correspondiente, reconocido legalmente por el Estado”. (Negrilla y subrayado fuera 
del texto).  

La Ley 30 de 1992, establece que, las Instituciones de Educación Superior (IES), son las 
entidades que cuentan con arreglo a las normas legales, con el reconocimiento oficial como 
prestadoras del servicio público de la educación superior en el territorio colombiano; y en 
relación con los campos de acción y programas académicos establecen lo siguiente: 
 

 Artículo 1° La Educación Superior es un proceso permanente que posibilita el 
desarrollo de las potencialidades del ser humano de una manera integral, se realiza 
con posterioridad a la educación media o secundaria y tiene por objeto el pleno 
desarrollo de los alumnos y su formación académica o profesional.  

Artículo 2° La Educación Superior es un servicio público cultural, inherente a la 
finalidad social del Estado.  

Artículo 3° El Estado, de conformidad con la Constitución Política de Colombia y con 
la presente Ley, garantiza la autonomía universitaria y vela por la calidad del servicio 
educativo a través del ejercicio de la suprema inspección y vigilancia de la Educación 
Superior. 

 Artículo 4° La Educación Superior, sin perjuicio de los fines específicos de cada 
campo del saber, despertará en los educandos un espíritu reflexivo, orientado al 
logro de la autonomía personal, en un marco de libertad de pensamiento y de 
pluralismo ideológico que tenga en cuenta la universalidad de los saberes y la 
particularidad de las formas culturales existentes en el país. Por ello, la Educación 
Superior se desarrollará en un marco de libertades de enseñanza, de aprendizaje, 
de investigación y de cátedra. Artículo 5° La Educación Superior será accesible a 
quienes demuestren poseer las capacidades requeridas y cumplan con las 
condiciones académicas exigidas en cada caso.  

CAPITULO II Objetivos.  

Artículo 6° Son objetivos de la Educación Superior y de sus instituciones: a) 
Profundizar en la formación integral de los colombianos dentro de las modalidades 
y calidades de la Educación Superior, capacitándolos para cumplir las funciones 
profesionales, investigativas y de servicio social que requiere el país. b) Trabajar por 
la creación, el desarrollo y la transmisión del conocimiento en todas sus formas y 
expresiones y, promover su utilización en todos los campos para solucionar las 
necesidades del país. c) Prestar a la comunidad un servicio con calidad, el cual hace 
referencia a los resultados académicos, a los medios y procesos empleados, a la 
infraestructura institucional, a las dimensiones cualitativas y cuantitativas del mismo 
y a las condiciones en que se desarrolla cada institución. d) Ser factor de desarrollo 
científico, cultural, económico, político v ético a nivel nacional y regional. e) Actuar 



 

armónicamente entre sí y con las demás estructuras educativas y formativas. f) 
Contribuir al desarrollo de los niveles educativos que le preceden para facilitar el 
logro de sus correspondientes fines. g) Promover la unidad nacional, la 
descentralización, la integración regional y la cooperación interinstitucional con 
miras a que las diversas zonas del país dispongan de los recursos humanos y de 
las tecnologías apropiadas que les permitan atender adecuadamente sus 
necesidades. h) Promover la formación y consolidación de comunidades 
académicas y la articulación con sus homólogas a nivel internacional. i) Promover la 
preservación de un medio ambiente sano y fomentar la educación y cultura 
ecológica. j) Conservar y fomentar el patrimonio cultural del país. ...  

Artículo 7° Los campos de acción de la Educación Superior, son: El de la técnica, el 
de la ciencia el de la tecnología, el de las humanidades, el del arte y el de la 
filosofía...” (…).  

Artículo 10. Son programas de postgrado las especializaciones, las maestrías los 
doctorados y los postdoctorados. Artículo 11. Los programas de especialización son 
aquellos que se desarrollan con posterioridad a un programa de pre grado y 
posibilitan el perfeccionamiento en la misma ocupación, profesión, disciplina o áreas 
afines o complementarias. 

 
 Ahora, de acuerdo con la experiencia requerida en los estudios, es importante mencionar 
que, la experiencia profesional se podrá contar a partir de la terminación del pensum 
académico, según la regla dispuesta en el artículo 229 del Decreto Ley 019 del 2012, sin 
dejar de lado lo regulado en la Ley 2043 del 2020, por la cual se reconocen las prácticas 
laborales como experiencia profesional y/o relacionada. 
 
 Así las cosas, la experiencia profesional adquirida por los abogados puede computarse 
desde a la terminación de materias del pensum académico, teniendo en cuenta también las 
prácticas académicas efectuadas después de culminar materias como experiencia 
profesional. Sin perjuicio de lo anterior, este cómputo de la experiencia está sujeto a los 
certificados o documentos que se expidan por las diferentes entidades o empresas donde 
haya laborado el abogado.  
 
Ahora bien, a la exigencia de experiencia profesional está sujeta a lo dispuesto por cada 
entidad en el momento de establecer la experiencia general o específica dentro de los 
diversos procesos de contratación, es decir, la entidad pública es la encargada de 
establecer dentro de los pliegos de condiciones o documentos equivalentes, la experiencia 
que debe exigirse dentro del proceso.  
 
De otra parte, si bien la entidad debe solicitar la tarjeta profesional para celebrar el contrato 
de prestación de servicios profesionales con un abogado, para el cómputo de la experiencia 
no se requiere contar previamente con este documento, pues el cómputo se realiza a partir 
de la terminación y aprobación del pensum académico de educación superior. 
 



 

2.1.1 Autorizaciones, permisos y licencias requeridos para ejecutar el objeto 
contractual 
 
De conformidad con el artículo 4 del Decreto 196 de 1971 el contratista deberá acreditar 
que se encuentra inscrito ante el Consejo Superior de la Judicatura como abogado, para 
efectos de lo cual aportará copia del Diploma y/o acta de grado, la Tarjeta Profesional y 
antecedentes de la profesión. Igualmente deberá acreditar mediante la presentación de 
documento y/o certificación la experiencia requerida. 
 
 
2.2 Análisis desde lo comercial 
 
En la capital caucana actualmente existe una amplia oferta de profesionales en Derecho,  
debido a que el Municipio de Popayán al ser una ciudad universitaria cuenta con cinco (5) 
instituciones de educación superior que ofrecen este programa, las cuales son: Universidad 
del Cauca, Universidad Cooperativa de Colombia, Corporación Universitaria Autónoma del 
Cauca, Corporación Universitaria Comfacauca y la Fundación Universitaria de Popayán, lo 
cual permite sostener que la oferta de servicios es suficiente para atender la demanda de 
la entidad.  

 
3. LA DESCRIPCIÓN DEL OBJETO A CONTRATAR, CON SUS ESPECIFICACIONES Y 
LA IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO A CELEBRAR 
 
 
3.1 OBJETO DEL CONTRATO. PRESTAR SERVICIOS PROFESIONALES COMO 
ABOGADO BRINDADO APOYO A LA PERSONERIA DELEGADA EN ASUNTOS 
PENALES, EN LAS DILIGENCIAS QUE SE ADELANTEN EN LA PERSONERIA 
MUNICIPAL DE POPAYAN. 
 
 
3.2. ALCANCE DEL OBJETO CONTRACTUAL Y/O ACTIVIDADES ESPECÍFICAS DEL 
CONTRATISTA: Durante la ejecución del contrato, el contratista se obliga a desarrollar las 
siguientes actividades: 
 

1. Apoyar mediante asesoría legal, respecto al trámite de las peticiones, quejas y 
reclamos y demás solicitudes que se presenten en la Personería Delegada para 
asuntos penales cuando se le requiera. 

2. Brindar asesoría en atención a las quejas que se instauren, referentes a la violación 
de los derechos de los ciudadanos, con connotación penal, garantizando la 
efectividad de los mismos. 

3. Apoyar cuando se le requiera, con conceptos respecto de las diferentes solicitudes 
y tramites que se presenten en el normal desarrollo de las competencias de la 
Delegatura. 

4. Apoyar en la vigilancia de las actuaciones desplegadas por la policía judicial, que 
puedan afectar garantías fundamentales. 



 

5. Apoyar en las diligencias o actuaciones realizadas por la Fiscalía General de la 
Nación y los Jueces de la República, que impliquen afectación o menoscabo de un 
derecho fundamental, cuando así se requiera. 
 

6. Realizar acciones frente a la defensa judicial en procesos de nulidad y 
restablecimiento del derecho. 

7. Prestar acompañamiento, seguimiento y defensa judicial a los procesos con 
radicados No. 19001333300420240012000 y 19001333300520240014300. 

8. Todas las demás actividades relacionadas con el objeto del contrato, que sean 
inherentes o necesarias para la correcta ejecución de este, que le sean solicitadas 
por el supervisor del contrato. 

 
3.3. OBLIGACIONES A CARGO DEL CONTRATISTA: 
 
Serán obligaciones del CONTRATISTA: 
 

1. Realizar las actividades para el logro de los resultados objeto del contrato. 
2. Elaborar informes parciales e informes finales como soportes para el trámite y pagos 

pactados. 
3. Cumplir las normas legales vigentes, en especial lo dispuesto en las Leyes 789 de 

2002, 797 de 2003, 1122 de 2007 y 1150 de 2007 en lo referente al pago de aportes 
al Sistema de Seguridad Social Integral y en especial el Decreto 723 de 2013 que 
regula la afiliación al SISTEMA GENERAL DE RIESGOS LABORALES de las 
personas vinculadas a través de un contrato de prestación de servicios con 
entidades públicas. 

4. Cumplir con el objeto del contrato de conformidad con lo requerido por la entidad y 
en el plazo estipulado.  

5. Las establecidas en el artículo 5 de la Ley 80 de 1993. 
6. El contratista debe cumplir con los trámites de publicación del contrato y su 

ejecución en la plataforma SECOP ll, dentro de los términos legales y de acuerdo a 
las disposiciones institucionales. 

7. Llevar un archivo digital de todas las actuaciones que adelante en desarrollo del 
objeto contractual y hacer entrega de la documentación e información producida con 
ocasión a sus actividades al supervisor del contrato en medio magnético CD, 
conforme a lo establecido en el programa de gestión documental y realizar la entrega 
del mismo en formato editable. 

8. El contratista que tenga a su cargo usuarios, claves, contraseñas y demás, deberá 
informar y entregar dicha información a su supervisor.  

9. Tratar con respeto, imparcialidad y rectitud a las personas con que tenga relación 
en razón del desarrollo de las actividades. 

10. Comunicar inmediatamente al supervisor del contrato la ocurrencia de cualquier 
evento adverso que se presente en el desarrollo de la prestación de servicio objeto 
del presente contrato. 

11. Contar con un computador (portátil), en los casos en que la entidad no pueda 
suministrarle uno para el desarrollo normal de las actividades contratadas.  



 

 
 
3.4. OBLIGACIONES DE LA PERSONERÍA MUNICIPAL DE POPAYÁN. 
  
La Personería Municipal de Popayán tendrá las siguientes obligaciones: 
 
a. Pagar el servicio efectivamente prestado. 
b. Ejercer la supervisión del contrato. 
 
 
3.5. TIPOLOGÍA CONTRACTUAL 
 
Contrato de Prestación de Servicios profesionales 
 
 
3.6. PLAZO DE EJECUCIÓN 
 
El plazo del contrato será hasta el 31 de octubre de 2025, previa aprobación de la 
plataforma del SECOP II y cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución 
del contrato. 
 
4. VALOR DEL CONTRATO Y FORMA DE PAGO 
 
Para todos los efectos legales y fiscales, se estima la cuantía del presente contrato en la 
suma de CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($50.000.000) M/CTE, por concepto de 
honorarios, los cuales se financiarán con gastos de funcionamiento.  
 
El valor de los honorarios se encuentra acorde a la tabla definida por la entidad para 
PROFESIONAL ESPECIALIZADO II, señalado en la Resolución No. 003 del 02 de enero 
de 2025. Por tanto, se encuentra debidamente justificado el valor a cancelar por concepto 
de los servicios a prestar. 
 
 
FORMA DE PAGO: 
 
La Personería Municipal de Popayán, cancelará al CONTRATISTA, el valor de CINCUENTA 
MILLONES DE PESOS ($50.000.000) M/CTE, de la siguiente manera: diez (10) actas 
parciales, cada una por valor de hasta CINCO MILLONES DE PESOS MCTE ($5.000.000) 
cada una por concepto de honorarios. Todas las cuotas se pagarán previa aprobación y 
validación por parte del Supervisor. 
 
Todas las actas se pagarán previa presentación del informe de ejecución de actividades, 
certificación de cumplimiento del servicio expedida por el funcionario supervisor, 
comprobante de pago de los aportes relativos al sistema integral de Seguridad Social 
(salud, pensión y riesgos), y cumplimiento del respectivo trámite interno para el pago. Se 



 

cuenta con recursos disponibles de acuerdo a la disponibilidad presupuestal No. 016 del 07 
de enero de 2025. 
 
 
5. LUGAR DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 
 
Las obligaciones a que se refiere el contrato serán ejecutadas en el Municipio de Popayán. 
 
 
6. SUPERVISIÓN 
  
La Personería Municipal de Popayán, supervisará el cumplimiento del contrato a través de 
la Personera Delegada en asuntos Penales Dra. VANESSA LORENA MORALES 
HURTADO, o quien haga sus veces. Las partes acuerdan que LA PERSONERÍA 
MUNICIPAL DE POPAYÁN, a través de la Personera Municipal de Popayán podrá modificar 
unilateralmente la designación del supervisor para lo cual bastará comunicación escrita en 
tal sentido. 
 
NOTA: La supervisión tendrá las facultades establecidas en los Artículos 83 y 84 de la 
Ley 1474 de 2011 y demás normas concordantes. 
 
 
7. LIQUIDACIÓN 
 
No será obligatoria de conformidad a lo dispuesto en el Decreto Ley 0019 del 10 de enero 
de 2012 Artículo 217. DE LA OCURRENCIA Y CONTENIDO DE LA LIQUIDACIÓN DE LOS 
CONTRATOS ESTATALES inciso final “La liquidación a la que se refiere el presente artículo 
no será obligatoria en los contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a 
la gestión”. 
 
 
8. FUNDAMENTOS JURIDICOS QUE SOPORTAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN: 
 
En el presente asunto se utilizará la modalidad de selección denominada CONTRATACIÓN 
DIRECTA, pues, se trata de la celebración de un contrato de prestación de servicios 
profesionales, al respecto dispone el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007: 
 
“La escogencia del contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de 
licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación directa, con base 
en las siguientes reglas: (…)4. Contratación directa. La modalidad de selección de 
contratación directa solamente procederá en los siguientes casos: (…) 
 
h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la 
ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas 
personas naturales;”.  
 



 

La anterior norma fue reglamentada en el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015, 
el cual dispone: 
 
“Contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la 
ejecución de trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas personas 
naturales. Las entidades estatales pueden contratar bajo la modalidad de contratación 
directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la persona 
natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre y cuando 
la entidad estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con el área 
de que se trate. En este caso, no es necesario que la entidad estatal haya obtenido 
previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita.  
 
Los servicios profesionales y de apoyo a la gestión corresponden a aquellos de naturaleza 
intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones 
de la entidad estatal, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas, o 
asistenciales”. (Subrayado fuera de texto). 
 
 
9. FACTORES DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA 
 
Para la futura contratación de prestación de servicios, se hará uso de la modalidad de 
selección de contratación directa, la cual según lo estipulado en el artículo 2.2.1.2.1.4.9 del 
Decreto 1082 de 2015, se podrá realizar sin que sea necesario que se hayan obtenido 
previamente varias ofertas, sin embargo, la Entidad verificará que el contratista cumpla el  
perfil señalado en el análisis realizado en este estudio.  
 
 
10. ANÁLISIS DE RIESGOS 
 
Entiéndase por riesgo en materia contractual, la probabilidad de ocurrencia de eventos 
aleatorios que afecten el desarrollo del mismo, generando una variación sobre el resultado 
esperado, tanto en relación con los costos como con las actividades a desarrollar en la 
ejecución contractual. 
 
Corresponderá al contratista asumir el riesgo previsible propio de este tipo de contratación, 
asumiendo su costo, siempre que el mismo no se encuentre expresamente a cargo de la 
Personería Municipal en el presente estudio. Entre otros, los riesgos previsibles: Anexo:.1, 
Matriz De Riesgo. 
 
 
11. GARANTÍAS QUE SE EXIGIRÁN EN EL CONTRATO 
 
No se exigirán garantías de conformidad con el artículo 2.2.1.2.1.4.5 del Decreto 1082 de 
2015, lo anterior en razón a que no se entregará anticipo y los servicios se remuneran previa 
presentación del informe de actividades; cuenta de cobro y/o factura respectiva y la 
constancia de recibo a satisfacción del servicio suscrita por el supervisor del contrato. 



 

 
12. APLICACIÓN TRATADOS O CONVENIOS DE LIBRE COMERCIO 
 
De conformidad con el MANUAL EXPLICATIVO DE LOS CAPÍTULOS DE CONTRATACIÓN 
PÚBLICA DE LOS ACUERDOS COMERCIALES NEGOCIADOS POR COLOMBIA PARA 
ENTIDADES CONTRATANTES expedido por el DNP, “Las Entidades Estatales que 
adelantan sus Procesos de Contratación con las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007 no deben 
hacer este análisis en las modalidades de selección de contratación directa y de mínima 
cuantía”. 
 
Dado en la ciudad de Popayán (Cauca) a los siete (07) días del mes de enero del 2025. 
 
 
 

 
 
 
 

LINA MARIA MUÑOZ REYES  
Personera Municipal de Popayán 
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